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Brau Ramírez, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2016. 

-I- 

 El apelante Juan Morales Hernández es abogado.  

En la mañana del 29 de agosto de 2012, el apelante 

acudió al Walmart Supercenter de Santa Isabel a hacer 

unas compras.   

 Luego de pagar por varios artículos, el apelante 

caminó hacia una de las salidas de la tienda. En esos 

momentos, sonó la alarma de hurto. El récord refleja 

que la alarma sonó porque el empleado que había 

cobrado al apelante había omitido remover el “chip” de 

seguridad de uno de los artículos. 

 Al sonar la alarma, ninguno de los empleados de 

Walmart intentó detener al apelante. El apelante, sin 

embargo, se quedó en la salida con la alarma sonando, 

en espera de que los empleados llegaran y le quitaran 

el “chip” al artículo. Los empleados tardaron poco 
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tiempo en llegar.
1
 Eventualmente lo asistieron y 

removieron el “chip”. El apelante solicitó llenar un 

informe. Estaba molesto. 

 Previamente, el apelante había presentado una 

demanda contra Walmart por una situación similar. 

 Alegando la actuación de los empleados de Walmart 

le había ocasionado daños, el 28 de mayo de 2013, el 

apelante instó la presente demanda contra Walmart ante 

la Sala de Juana Díaz del Tribunal de Primera 

Instancia. Walmart contestó la demanda y negó que los 

hechos hubieran producido daños al apelante. 

 Luego de otros trámites, se celebró la vista en 

su fondo. Las partes presentaron prueba en apoyo de 

sus respectivas posiciones. 

 A base de la prueba desfilada, el 17 de agosto de 

2015, el Tribunal de Primera Instancia emitió la 

sentencia apelada y declaró sin lugar la demanda. 

 En su sentencia, el Tribunal determinó que el 

apelante no había sido objeto de ninguna detención 

ilegal, por cuanto ninguno de los empleados de Walmart 

intervinieron con él o le obstruyeron su movimiento.  

Según el Tribunal, el apelante se detuvo “porque 

quiso”. (Ap., pág. 6). 

 El Tribunal también concluyó que el apelante “no 

logró demostrar que sufriera daño alguno”. (Ap., pág. 

6). 

 Insatisfecho con el dictamen del Tribunal de 

Primera Instancia, el apelante acudió ante este 

Tribunal. 

                                                 
1
 El incidente fue grabado en un video de seguridad, que fue 

presentado en evidencia ante el Tribunal de Primera Instancia.  

El foro recurrido concluyó que el video refleja que el apelante 

estuvo menos de dos minutos esperando a que un empleado lo 

atendiera. (Ap., pág. 3). 
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 Mediante resolución emitida el 25 de septiembre 

de 2015, le ordenamos al apelante presentar la 

transcripción de la prueba. El 18 de diciembre de 

2015, el apelante presentó una moción en cumplimiento 

de orden acompañada con la transcripción. 

 El 4 de enero de 2016, la parte apelada presentó 

una moción de desestimación, alegando que la 

transcripción presentada adolece de varios defectos de 

forma.   

 Procedemos a adjudicar el recurso a base de la 

moción de desestimación sin trámite ulterior, según 

nos lo autoriza a hacer la Regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal. 

-II- 

 En su recurso, el apelante plantea que el 

Tribunal de Primera Instancia erró al declarar sin 

lugar la demanda. 

El Artículo 1802 del Código Civil, según se 

conoce, dispone que el que por acción u omisión cause 

daño a otro, mediante culpa o negligencia, viene 

obligado a reparar el daño causado, 31 L.P.R.A. sec. 

5141. Para que exista responsabilidad bajo dicho 

precepto, deben concurrir los siguientes elementos: 

(1) un daño, (2) una acción u omisión negligente y (3) 

la relación causal entre el daño y la conducta culposa 

o negligente. Pons y otros v. Engebretson y otros, 160 

D.P.R. 347, 354 (2003). 

En el presente caso, el apelante alega haber 

sufridos daños de tipo moral, consistentes en la 

humillación de haber sido expuesto al público mientras 

sonaba la alarma de hurto lo que fue provocado por la 
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negligencia de los empleados de la empresa al no 

remover el chip. 

En Soc. Gananciales v. G. Padín Co., Inc., 117 

D.P.R. 94 (1986), el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

resolvió que, aunque los dueños de un establecimiento 

comercial pueden emplear mecanismos electrónicos de 

seguridad, tienen un deber de cuidado para evitar que 

el uso de dichos aditamentos ocasione daños a las 

personas que visitan el establecimiento. 117 D.P.R. a 

las págs. 108-109.   

En dicho precedente, se impuso responsabilidad a 

Padín por la detención ilegal de una clienta, cuando 

por omisión, no se removió el aditamento electrónico 

que activaba la alarma instalada para prevenir hurtos 

de mercancía. En esa ocasión, la prueba reflejó que 

los empleados de la empresa intervinieron con la 

demandante, que había acudido a la tienda para 

realizar un cambio de mercancía. La intervención duró 

cerca de 30 minutos, llamó la atención a los otros 

visitantes de la tienda y provocó angustias mentales a 

la demandante. 117 D.P.R. a las págs. 96-97. 

En la situación de autos, contrario a lo sucedido 

en Soc. Gananciales v. G. Padín Co., Inc., el apelante 

no fue objeto de intervención por ningún empleado, 

sino que él optó por mantenerse en el área de la 

salida mientras sonaba la alarma. El incidente duró 

menos de dos minutos. 

Walmart no incurrió en detención ilegal porque al 

apelante no le fue restringida su libertad de 

movimiento. Castro v. Tiendas Pitusa, 159 D.P.R. 650, 

661-661 (2003); Parrilla v. Ranger American of P.R., 

133 D.P.R. 263, 272 (1993). Tal y como determinó el 
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Tribunal de Primera Instancia, el apelante se detuvo 

“porque quiso”, no porque nadie se lo requiriera. 

Tampoco surge que el incidente hubiera provocado 

daños reales al apelante. Este se queja de que se 

sintió humillado porque la gente lo podía ver en la 

puerta del negocio mientras sonaba la alarma. 

La norma reiterada es que, para que proceda una 

reclamación por daños morales, es imprescindible 

probar sufrimientos y angustias morales profundas, 

siendo insuficiente como base para la acción el haber 

sufrido inconvenientes o disgustos de tipo pasajero. 

Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 D.P.R. 408, 432 (2005); 

Cintrón Adorno v. Gómez, 147 D.P.R. 576, 590 (1999); 

Miranda v. E.L.A., 137 D.P.R. 700, 717 n. 9 (1994); 

Moa v. E.L.A., 100 D.P.R. 573, 587 (1972); Ramos 

Rivera  v. E.L.A., 90 D.P.R. 828, 831 (1964); 

Hernández v. Fournier, 80 D.P.R. 93, 103 (1957).  

 En el presente caso, según hemos visto, el 

Tribunal de Primera Instancia concluyó que el apelante 

“no logró demostrar que sufriera daño alguno”. Esta 

determinación merece nuestra deferencia y no debe ser 

modificada en ausencia de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto. Rolón v. Charlie Car 

Rental, Inc., 148 D.P.R. 420, 433 (1999); véase, 

además, la Regla 42.2 de Procedimiento Civil. 

En este caso, hemos examinado la transcripción 

presentada y no estamos en posición de sustituir el 

juicio de la Sala recurrida. Aunque la omisión de 

Walmart puede haber provocado un disgusto pasajero al 

apelante, no surge que el incidente haya tenido 

trascendencia o que justifique la imposición de una 

condena monetaria a la apelada.   
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Por los fundamentos expresados, se confirma la 

sentencia apelada. 

 Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo 

certifica su Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


